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Resumen

Las Elecciones Generales 2026 en Perú ocurren 
en medio de reformas político-electorales: retor-
no a la bicameralidad, recuento de votos, voto de 
fuerzas del orden y financiamiento privado de per-
sonas jurídicas. Estas medidas buscan fortalecer 
la democracia, aunque presentan desafíos en su 
implementación. La bicameralidad busca ampliar 
la representación; el recuento de votos pretende 
transparentar el proceso; el sufragio de las Fuerzas 
Armadas y la Policía Nacional del Perú equilibra 
los derechos políticos; y el financiamiento privado 
de personas jurídicas busca fortalecer el desempe-
ño de las organizaciones políticas en campaña. Sin 
embargo, también pueden generar efectos contra-

Revista del Instituto Electoral del Estado de México. Apuntes Electorales
(ISSN: 1665-0921, e-ISSN: 2448-8585)    Año XXV, núm. 75 (julio-diciembre 2026)

doi: https://doi.org/10.53985/ae.v25i75.973    pp. 167-202. Investigaciones



168

Reformas electorales en Perú: retos en las elecciones de 2026    
Pablo Andrés Hartill Montalvo y Juan Manuel Ponte Torrel

rios a los mencionados, exigiendo esfuerzos coordinados de organismos 
electorales, partidos políticos, sociedad civil y ciudadanía para garantizar 
su legitimidad y efectividad.

Palabras clave: elecciones, bicameralidad, financiamiento político, re-
cuento de votos, fuerzas del orden.

Abstract:

The 2026 general elections in Peru happen in the midst of political-electoral 
reforms: return to bicameralism, vote recounting, law enforcement vote, 
and private financing of legal entities. These measures seek to strengthen 
democracy, although they present challenges in their implementation. Bi-
cameralism tries to expand representation; the vote recount aims to make 
the process transparent; the suffrage of the Armed Forces and the National 
Police of Peru balances political rights; and the private financing of legal 
entities seeks to strengthen the performance of political organizations in 
campaigns. However, they can also generate effects contrary to those men-
tioned, requiring coordinated efforts by electoral bodies, political parties, 
civil society and citizens to guarantee their legitimacy and effectiveness.

Keywords: elections, bicameralism, political financing, vote recounting, 
law enforcement.

Introducción

El próximo proceso electoral será uno de los más complejos que se haya 
realizado en Perú, debido a un sistema atomizado de partidos que, en su 
mayoría, tienen poca estructura partidaria, así como a la gran cantidad de 
reformas que enmarcarán este proceso. En este sentido, la competencia en las 
Elecciones Generales 2026 considera a 38 organizaciones políticas, de 
las cuales más de la mitad no ha participado previamente. A esto se suma un 
electorado que elegirá, por primera vez en más de treinta años, a diputados y 
senadores nuevamente, debido al retorno a la bicameralidad.
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La confluencia de todas estas reformas y el contexto peruano supondrán 
que las elecciones representen un desafío para los organismos electorales, 
las organizaciones políticas y la sociedad civil. En principio, se debe tener 
presente que las reformas electorales aplicadas en el marco de las Eleccio-
nes Generales 2026 de Perú no pueden disociarse de la crisis sistémica de 
gobernabilidad que atraviesa el país desde 2016. Levitsky y Zavaleta (2019) 
diagnosticaron que el colapso partidario es autorreproducible: una vez que 
los políticos aprenden a ganar elecciones sin partidos, desaparecen los in-
centivos para construirlos. Esta precariedad estructural explica la extrema 
volatilidad presidencial y la proliferación de 38 organizaciones compitien-
do en las Elecciones Generales 2026. La Comisión de Alto Nivel para la 
Reforma Política (2019) ya había señalado que la reforma política peruana 
ha sido históricamente pragmática y carente de una visión integral.

La reforma más significativa del ciclo fue la restitución del sistema bi-
cameral mediante la Ley 31988 (marzo de 2024), que introdujo el Sena-
do de 60 miembros y la Cámara de Diputados de 130. La medida, además, 
desafió un mandato ciudadano: en el referéndum de 2018 la bicameralidad 
fue rechazada con aproximadamente 90 % de los votos. Campos (2023) ha 
señalado que ésta y otras reformas constitucionales aprobadas en el perio-
do 2021-2024 configuran un patrón de modificación normativa orientada 
a perpetuar el Poder Legislativo más que a fortalecer la institucionalidad 
democrática.

En materia de democracia interna, el ciclo reformista también regis-
tró retrocesos. La eliminación en 2024 de las elecciones primarias abiertas, 
simultáneas y obligatorias (paso), aprobadas en 2019, devolvió el control 
de las candidaturas a las cúpulas partidarias y favoreció la participación de 
organizaciones con escasa representatividad. Dargent y Rousseau (2022) 
han documentado que el Congreso peruano es muestra de la degradación 
política, con presencia de actores vinculados a sectores informales e ile-
gales, lo que compromete la calidad de cualquier reforma emanada de él. 
Tanaka (2024), por su parte, señaló que el periodo 2021-2026 evidenció 
una intención sistemática del Parlamento de controlar la política peruana, 
aprovechando la fluidez y debilidad institucional del sistema para avanzar 
contrarreformas en beneficio de intereses particulares.
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En síntesis, las reformas electorales de las elecciones generales de 2026 
presentan una contradicción de fondo: buscan estabilizar institucionalmen-
te un sistema que ellas mismas contribuyeron a fragilizar. Tuesta (2015) 
anticipaba este patrón cíclico en el que las reformas se aprueban de manera 
fragmentada y sin resolver los problemas estructurales de representación. 
Zavaleta (2014) demostró que las reglas no escritas de la política electoral 
peruana favorecen la supervivencia individual sobre la construcción colec-
tiva. El resultado es un proceso que, pese a su complejidad técnica —con 
cinco elecciones simultáneas y la cédula más grande de la historia republi-
cana—, no garantiza mayor gobernabilidad si la fragmentación partidaria 
persiste en ambas cámaras del nuevo Congreso.

Por ello, este artículo se centra en analizar cuatro de las principales re-
formas normativas que impactarán en el proceso y el resto de las jornadas 
electorales de 2026 en adelante.

La primera de estas reformas es el ya mencionado retorno a la bica-
meralidad, medida que generará un cambio sustancial en la conformación 
del Congreso de la República, pero que también impactará en el material 
electoral, en la educación a la ciudadanía e, incluso, en la forma de sufragar. 

La segunda reforma analizada es el recuento de votos, que se aplicará 
por primera vez en Perú y busca contribuir a la integridad del proceso elec-
toral. Adicionalmente, este cambio normativo se complementa con la con-
servación de cédulas de sufragio que también se aprobó previamente, pero 
requería encontrar una justificación, que se halló en la revisión de votos.

La tercera reforma es la promoción del sufragio de las Fuerzas Armadas 
(ff. aa.) y la Policía Nacional del Perú (pnp) durante el proceso electoral, 
debido a que se permitirá a estos grupos votar fuera de las circunscripciones 
donde se encuentran inscritos, lo que implicará una logística particular para 
facilitar su participación mediante el voto digital. 

La última reforma es en torno al financiamiento privado y las nuevas 
maneras de financiamiento, que plantea volver a la posibilidad de que per-
sonas jurídicas puedan realizar aportes a las organizaciones políticas. A su 
vez, esto obliga a generar mecanismos y alianzas para la fiscalización de 
ingresos y gastos, pero también forja la necesidad de que las organizaciones 
políticas se fortalezcan y busquen posibles aportantes.
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Así, el objetivo principal del artículo es describir las cuatro reformas 
electorales importantes que se implementarán en los próximos comicios de 
Perú. Si bien aún no se puede medir el impacto de estos cambios normati-
vos y, por ello, no forma parte de nuestros objetivos de investigación, sí es 
posible advertir los retos que pueden experimentar las elecciones peruanas 
bajo la evidencia y experiencias similares de otros países. 

Revisión de literatura

Diseños, instituciones y transiciones de la bicameralidad en América Latina

A nivel mundial, la mayoría de los parlamentos tienen una estructura uni-
cameral. Según el último reporte de la Unión Interparlamentaria, de 193 
parlamentos, 85 son bicamerales, lo que representa alrededor de 44 %. La 
evidencia muestra que la bicameralidad no está necesariamente vinculada a 
los Estados federales, pues países unitarios como Chile, Paraguay, Uruguay 
y, recientemente, Perú han adoptado una estructura de dos cámaras.

Las justificaciones para implementar este modelo se centran en su capa-
cidad para representar intereses distintos, fortalecer los pesos y contrapesos, 
mejorar la calidad legislativa y producir resultados más estables (Llanos, 
2003). En cuanto a la representatividad, algunos estudios sostienen que 
los congresos pequeños pueden generar subrepresentación, ya que pocos 
legisladores deben atender a un número elevado de electores (Tuesta, 2015; 
Campos y Zegarra, 2021; Campos, 2024). De acuerdo con la Comisión de 
Venecia (2024), los países con mayor diversidad étnica, lingüística o religio-
sa suelen optar por sistemas bicamerales, dado que éstos pueden facilitar la 
inclusión de intereses diversos.

No obstante, la experiencia latinoamericana evidencia que el impac-
to de la bicameralidad depende de su diseño institucional. Llanos (2003) 
analiza los modelos bicamerales en la región considerando dos criterios: 
la simetría o equilibrio de poderes entre cámaras y la congruencia, que se 
refiere a la coincidencia en la base de representación y los métodos de elec-
ción (Llanos, 2003; Campos, 2024).
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En contextos de conflicto político, estas diferencias pueden acentuarse. 
En Bolivia y Uruguay, por ejemplo, la posición del Senado no tiene la misma 
relevancia que la de la Cámara de Diputados; en contraste, en Argentina y 
Chile el Senado posee un peso constitucional mayor (Llanos, 2003).

Por otro lado, algunos países han transitado de sistemas bicamerales 
a unicamerales. Reynoso (2010) señala que el debate en estos casos suele 
centrarse en la función del Senado como órgano de revisión y freno. En 
otros contextos, las críticas apuntan a la falta de correspondencia entre la 
composición del Senado y las preferencias del electorado, así como a la du-
plicidad de funciones con la Cámara de Diputados (Reynoso, 2010).

Integridad electoral y recuento de votos

El concepto de integridad electoral se refiere a “la realización de principios 
en la conducción de elecciones que son necesarios para apoyar la realización 
más amplia de los ideales democráticos” ( James y Alihodzic, 2020, p. 350). 
Este concepto incluye cinco principios fundamentales: a) igualdad de par-
ticipación, b) adecuada ejecución de la gestión electoral, c) claridad de las 
reglas, d) oportunidad para la deliberación y e) igualdad en la competencia 
(Garnett y James, 2020; James y Alihodzic, 2020). Dichos principios son 
aplicables a las tres etapas del ciclo electoral: a) la fase previa a las eleccio-
nes, b) el día de la jornada electoral y c) la etapa posterior (Carranza, 2023; 
Garnett et al., 2022; Norris, 2022).

Un componente que algunos países incorporan para fortalecer la inte-
gridad electoral es el recuento de votos, entendido como el proceso de volver 
a contar las papeletas de una elección para verificar los resultados originales 
(Birch, 2008). Este procedimiento sigue las mismas normas del conteo inicial 
y puede ser parcial, cuando abarca ciertos distritos o centros de votación, o 
total, si incluye todas las mesas electorales (Shein y Vickery, 2017).

De acuerdo con Shein y Vickery (2017), los recuentos suelen realizarse en 
contextos de alta disputa, donde los resultados son estrechos y generan descon-
fianza. Su aplicación permite mantener la legitimidad del proceso, determinar 
una candidatura ganadora o destrabar una situación de conflicto político.
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Respecto a la entidad encargada del recuento, Lindeman et al. (2008) 
señalan que deben ser las comisiones electorales quienes lo asuman. No 
obstante, si dichas autoridades son cuestionadas por los propios resul-
tados, podrían carecer de credibilidad para ejecutar el proceso (Shein y 
Vickery, 2017).

En Estados Unidos, Otis y Huang (2024) analizaron los recuentos rea-
lizados entre 2000 y 2023, encontrando sólo 36 casos en 6,929 elecciones 
estatales generales —uno por cada 192—, de los cuales sólo tres cambiaron 
el resultado, todos con márgenes menores a 0.06 %. Los autores recomien-
dan limitar los recuentos a elecciones con márgenes estrechos para evitar 
gastos innecesarios y pérdida de confianza. En 22 estados el recuento au-
tomático es obligatorio si el margen es bajo, mientras que en otros 27 se 
realiza a solicitud. Arizona amplió el margen para recuentos automáticos y 
Michigan lo restringió ante denuncias de fraude.

Finalmente, Schwab et al. (2021) estudiaron las elecciones presidencia-
les de 2020, donde, pese a los recuentos solicitados en Wisconsin, Arizona 
y Pensilvania, ningún resultado fue alterado.

Sufragio universal y fuerzas del orden

Un sistema político democrático asume como una de sus características prin-
cipales el sufragio. Para Habermas (1996), el voto implica una suma de la 
diversidad de intereses que conforman la estructura y un espacio común de 
deliberación. Entonces, el sufragio universal, en rasgos generales, es el dere-
cho de la ciudadanía a elegir y ser elegida, independientemente de factores 
como la convicción política, aspectos personales o sociales (Nohlen, 2004). 

De este punto se desprenden dos elementos: el sufragio activo y el su-
fragio pasivo (Franco et al., 2022). El primero hace referencia al derecho que 
tiene cada persona de votar, mientras el segundo representa el derecho de 
cualquier individuo de postular a cualquier cargo de elección popular (Ara-
gón, 2007). Asimismo, según los autores, existen condiciones negativas que 
imposibilitan el derecho de sufragio, por ejemplo, sujetos con condena judi-
cial, interdicción, personal de las fuerzas armadas y policiales.
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Precisamente, uno de los aspectos controversiales en las fuerzas armadas 
es la posibilidad de participación política con relación al sufragio (Franco et 
al., 2022). Según los autores, la primera postura considera que la participa-
ción política debe permitirse no sólo incorporando el voto, sino también una 
perspectiva más amplia como el involucramiento en los asuntos públicos. 
Una segunda postura advierte que el sufragio debe garantizarse como pun-
to principal de la participación, ya que una mayor apertura a otros espacios 
políticos puede provocar la pérdida de neutralidad. La tercera perspectiva es 
más castrante y advierte que los militares deben renunciar al sufragio y otras 
formas de participación para salvaguardar la democracia (Franco et al., 2022). 

El debate respecto a la inclusión de las fuerzas militares y policiales 
encuentra algunos argumentos a favor y en contra (Franco et al., 2022; Sán-
chez, 2023; Rozón, 2021). Sobre los primeros, se destaca la necesidad de 
garantizar los derechos políticos sustanciales, la institucionalización demo-
crática en determinados países hace innecesaria su exclusión, entre otros. 
Sobre los segundos, se encuentra la estructura vertical de estas fuerzas y po-
sibilidad de influencia de mandos superiores, la percepción de instrumenta-
lización e imparcialidad de respuesta a intereses particulares, la generación 
de vacíos en la seguridad pública durante los comicios, etcétera.

Financiamiento en contextos de campañas electorales

Las campañas electorales representan el momento central de actividad po-
lítica que permite a las candidaturas acercarse con la ciudadanía. En estos 
contextos, se implementan una serie de estrategias; sin embargo, en cir-
cunstancias de precariedad organizativa de los partidos políticos, se utilizan 
recursos, principalmente económicos, redes de contacto, fondos partidarios 
o, incluso, fuentes ilícitas, que les permitan un mayor despliegue (Ayala y 
Fuentes, 2019; Rodríguez-Olivari, 2017; Muñoz, 2014). 

En ese sentido, las investigaciones sobre las fuentes de financiamiento 
en campañas electorales abordaron diferentes perspectivas. Existen debates 
sobre el financiamiento para apoyar a las organizaciones políticas mediante 
fuentes privadas o públicas. Las primeras hacen referencia a los recursos 
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que provienen de individuos o empresas, mientras, el segundo tipo son los 
recursos que se designan desde el Estado. Por otro lado, el debate también 
se enfoca en los casos de corrupción vinculados al financiamiento electoral, 
generando una discusión sobre la transparencia y fiscalización de los in-
gresos y gastos en campaña (Rodríguez-Olivari, 2022; Estrada y Ramírez, 
2018; Casas-Zamora y Falguera, 2016).

En esos puntos, la literatura se enfocó en estudiar el diseño institu-
cional para la regulación del financiamiento que permita mejorar las con-
diciones de competencia e igualdad en el acceso a recursos (Elklit y Rey-
nolds, 2002). De esa manera, las problemáticas parten de la complejidad 
de garantizar la igualdad política en contextos donde hay desigualdad en la 
distribución de la riqueza (Scarrow, 2004) o de generar sistemas que per-
mitan fiscalizar los recursos de financiamiento en escenarios de impunidad 
(Muñoz-Pogossian y Freidenberg, 2022).

La inclusión de aportes privados es clave para la supervivencia de las 
organizaciones políticas. Santano (2022) afirma que este financiamiento 
las acerca a la sociedad, mientras Casas y Zovatto (2011) destacan que 
fortalece los vínculos con la sociedad. De la Calle (2011) subraya que el 
financiamiento partidario y electoral es esencial para la vida democrática, la 
relación entre dinero y política es crucial para la sostenibilidad de la demo-
cracia y la gobernabilidad.

Un último punto es la competitividad de las organizaciones políticas. 
Precisamente, el acceso a mayor financiamiento privado tiene un efecto 
positivo en las candidaturas y la votación por organizaciones políticas (Ca-
rrasco et al., 2023; Robles-Rivera et al., 2022). Asimismo, las experiencias 
en las que se ha planteado un financiamiento puramente público no han 
llegado a “nivelar la cancha” (Santano, 2022). 

Metodología

La investigación adopta un diseño metodológico cualitativo con un en-
foque basado en el análisis documental y orientado a describir las impli-
cancias de las cuatro reformas que configuran el panorama electoral de las 
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Elecciones Generales 2026. Así, la investigación se estructura en tres fases 
principales.

En primer lugar, se realizó una revisión de los principales cambios que 
incluye cada reforma para comprender las actualizaciones realizadas y lo 
que implica la nueva configuración de las normas electorales aprobadas. 
Asimismo, se revisaron los informes emitidos por los organismos electora-
les —el Jurado Nacional de Elecciones (jne) y la Oficina Nacional de Pro-
cesos Electorales (onpe)— como parte de las opiniones técnicas solicitadas 
por la Comisión de Constitución del Congreso de la República.

Luego, los resultados de la revisión se contextualizaron con experiencias 
de países latinoamericanos con legislación similar en los cuatro aspectos 
clave de la investigación: retorno de la bicameralidad, recuento de votos y 
conservación de cédulas, habilitación del sufragio para fuerzas del orden 
y financiamiento privado de organizaciones políticas. Este análisis permitió 
advertir los posibles desafíos que puede generar la nueva configuración de 
la normativa sobre el proceso electoral peruano en 2026. 

De esa manera, los retos o probables efectos se comprendieron des-
de cuatro principales factores: logística electoral, participación ciudadana, 
educación electoral, transparencia del proceso y fortalecimiento institucio-
nal. Así, la combinación de estas etapas permitió una evaluación integral de 
las reformas, proporcionando una perspectiva de análisis descriptivo sobre 
los aspectos resaltantes de cada norma y relacionándolos con los desafíos 
enfrentados en contextos similares.

Resultados

Retorno a la bicameralidad: implicancias y desafíos

En el Perú, la Constitución Política de 1993 estableció el sistema unica-
meral, vigente hasta 2024, cuando el Congreso aprobó la reforma constitu-
cional que restituyó la bicameralidad (onpe, 2025). Históricamente, nueve 
de las trece constituciones peruanas adoptaron el modelo bicameral, tres el 
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unicameral y una el tricameral (Cevallos, 2018), lo que refleja una tradición 
parlamentaria predominantemente bicameral.

El debate sobre el retorno a este modelo ha sido constante desde 
la instauración del unicameralismo. En 2001, se conformó la Comisión 
de Estudio de las Bases de la Reforma Constitucional, que propuso una 
reforma inspirada en el sistema bicameral de la Constitución de 1979 
(Campos, 2024; Cevallos, 2018). Sin embargo, el debate legislativo se pa-
ralizó en 2002. Posteriormente, en 2004, la Comisión de Constitución y 
Reglamento retomó el tema, integrando nueve proyectos de ley similares 
(Cevallos, 2018). Aunque el Congreso aprobó la inclusión del artículo en 
2005, el referéndum necesario para su ratificación nunca fue convocado, 
lo mismo que ocurrió en 2009 (Campos, 2024).

En 2018, se aprobó nuevamente la reforma de bicameralidad y se 
convocó a referéndum, pero 90.51 % de los votantes rechazó la propuesta 
(onpe, 2018). Un año después, la Comisión de Alto Nivel para la Reforma 
Política (canrp) planteó restablecer las dos cámaras, aunque su aprobación 
era improbable debido al reciente rechazo ciudadano (canrp, 2019). El 
Congreso elegido para el periodo 2021-2026 presentó nuevas propuestas 
que no prosperaron en 2022 ni en 2023, hasta que en 2024 se aprobaron en 
primera y segunda votación. El 20 de marzo de 2024 se promulgó la Ley 
31988, que restableció la bicameralidad y modificó 53 artículos de la Cons-
titución. A partir de las elecciones generales de 2026, la ciudadanía elegirá 
senadores y diputados.

El diseño del nuevo modelo bicameral contempla cuatro aspectos prin-
cipales: número de representantes, requisitos de elección, distribución terri-
torial y atribuciones. En cuanto al número, el Congreso pasará de 130 a 190 
integrantes: 130 diputados y 60 senadores. De los senadores, 30 serán elegi-
dos por un distrito único —4 por Lima Metropolitana y 26 por los demás 
distritos—. En la Cámara de Diputados, 2 escaños estarán reservados para 
los peruanos en el extranjero, 26 se distribuirán entre distritos específicos y 
102 se asignarán proporcionalmente según el número de electores.

El requisito común para ambos cargos es ser peruano de nacimiento y 
contar con derecho al sufragio. La diferencia radica en la edad: los candida-
tos a diputados deben tener al menos 25 años, mientras que los postulantes 
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al Senado deben tener 45, salvo quienes ya hayan ejercido como diputados 
o congresistas.

Las funciones del Congreso se reparten entre ambas cámaras sin crear 
nuevas competencias. El Senado revisará las leyes aprobadas por la Cáma-
ra de Diputados, designará representantes ante organismos autónomos y 
podrá suspender o destituir funcionarios. Por su parte, los diputados man-
tendrán la iniciativa legislativa y las funciones de control político, como la 
interpelación y la investigación parlamentaria.

El nuevo marco electoral también incorpora el voto preferencial opcio-
nal para senadores y diputados, permitiendo hasta siete votos preferenciales 
por elector. Esto significa la opción del electorado de brindar su voto a un 
candidato en específico, debido a que la legislación peruana define la can-
tidad de escaños de acuerdo con los votos de los partidos políticos y luego 
la asignación de los escaños con base en el orden de los votos preferenciales 
obtenidos por las candidaturas. Sin embargo, esto podría incrementar los 
errores y votos nulos, representando un reto para la capacitación ciudadana 
(Campos, 2015; Tuesta, 2013, 2015).

Asimismo, se mantiene la paridad y alternancia de género en las listas 
electorales, norma ya aplicada en los comicios de 2021. Otro cambio re-
levante es el retorno de la reelección inmediata de congresistas, prohibida 
desde el referéndum de 2018. Finalmente, la nueva legislación permite que 
los candidatos a la Presidencia o Vicepresidencia también puedan postular 
simultáneamente a la Cámara de Senadores o Diputados, configurando un 
rediseño institucional que redefine la representación política en el Perú.
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Tabla 1. Aspectos del diseño bicameral en Perú

Aspectos
del diseño Senadores Diputados

Cantidad

Distribución* 

Requisitos

Atribuciones

Otros

60

•	 30 senadores nacionales.
•	 4 senadores para Lima 
	 Metropolitana.
•	 1 senador para cada 1 de los otros 26 

distritos electorales.

•	 Ser peruano de nacimiento.
•	 45 años al momento de la postulación 

o haber sido congresista o diputado.
•	 Gozar del derecho al sufragio.

•	 Revisa y controla los contenidos de 
las futuras leyes.

•	 Define la conformación de órganos 
constitucionalmente autónomos.

•	 Puede suspender al funcionario acu-
sado o inhabilitarlo para el ejercicio 
de la función pública hasta por diez 
años, o destituirlo.

•	 Uso de voto preferencial.
•	 Aplicación de la paridad y alternancia.
•	 Oportunidad de reelección inmediata.
•	 Postulación simultánea a la Presidencia o Vicepresidencia de la República.

130

•	 2 diputados para peruanos residentes 
en el extranjero.

•	 1 diputado para cada uno de los otros 
26 distritos electorales.

•	 102 diputados distribuidos propor-
cionalmente al número de electores 
de los otros 26 distritos electorales.

•	 Ser peruano de nacimiento.
•	 25 años al momento de la postulación.
•	 Gozar del derecho al sufragio.

•	 Iniciativa legislativa.
•	 Realiza investigaciones de temas de 

interés público.
•	 Puede acusar ante el Senado al 

presidente de la república, senadores, 
diputados, ministros de Estado, ma-
gistrados del Tribunal Constitucional, 
miembros de la Junta Nacional de 
Justicia, jueces de la Corte Suprema, 
fiscales supremos, defensor del pueblo 
y contralor general, por infracción a la 
constitución o delitos en el ejercicio 
de funciones.

*	Resolución 0053-2025-JNE que establece distribución de escaños para la elección de candidatos al Senado y a la 
Cámara de Diputados en las elecciones generales de 2026.

Fuente: Elaboración propia con base en onpe (2025).

Luego de revisar el diseño bicameral peruano, resulta pertinente com-
parar sus características con otros modelos en América Latina. En la re-
gión, 10 países aplican sistemas bicamerales: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, 
Colombia, Haití, México, Paraguay, República Dominicana y Uruguay. Esto 
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refleja una tendencia regional hacia parlamentos de dos cámaras, aunque con 
variaciones en el número de representantes, las competencias y el grado de 
equilibrio entre ambas instancias.

Según Llanos (2003), el bicameralismo latinoamericano tiende a ser 
simétrico, es decir, existe un equilibrio entre las responsabilidades y facul-
tades de las cámaras, así como en la resolución de desacuerdos legislativos. 
Este tipo de relación contrasta con el modelo peruano, que presenta rasgos 
de asimetría. En los sistemas de Argentina, México, Paraguay y Repúbli-
ca Dominicana no predomina una cámara sobre otra, y los proyectos de 
ley pueden circular repetidamente entre ambas hasta lograr consenso. En 
Chile y Colombia, en cambio, se recurre a comisiones mixtas para resolver 
divergencias legislativas, fortaleciendo la cooperación entre cámaras.

En el caso peruano, el diseño bicameral es asimétrico, dado que el Se-
nado tiene la última palabra sobre los proyectos de ley y no se prevén meca-
nismos formales de conciliación entre cámaras. Esta configuración podría 
dificultar la búsqueda de acuerdos y limitar el equilibrio institucional.

En cuanto a la composición y atribuciones, Perú comparte similitudes 
con otros modelos. Argentina, por ejemplo, cuenta con 257 diputados y 72 
senadores (Galván et al., 2019), y su estructura de juicio político se asemeja 
a la peruana: la Cámara de Diputados formula acusaciones y el Senado 
ejerce la función de juzgamiento. En Colombia, la Cámara de Represen-
tantes y el Senado reúnen 187 y 108 miembros, respectivamente. Al igual 
que en Perú, los diputados investigan y acusan a altos funcionarios, mien-
tras que los senadores asumen el juzgamiento político (Vanegas, 2018).

En términos electorales, la implementación del nuevo sistema bicameral 
en Perú traerá implicancias significativas. La jefa nacional del Registro Na-
cional de Identificación y Estado Civil (Reniec), Carmen Velarde, indicó que 
“el 70 % del padrón electoral votará por estos cargos por primera vez” (Chin-
chay, 2025), lo que supondrá un gran desafío pedagógico y organizativo. La 
ciudadanía deberá emitir cinco votos simultáneos: presidente, vicepresiden-
tes, senadores, diputados y representantes del Parlamento Andino.

El voto preferencial se mantendrá para todas las candidaturas —ex-
cepto la presidencial—, lo que incrementará la complejidad del proceso 
y la posibilidad de errores o votos nulos (Tuesta, 2015). Aunque pueden 
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implementarse campañas de educación electoral, su eficacia depende del 
nivel educativo y del acceso a información en distintas zonas del país 
(Zovatto, 2013).

Asimismo, los miembros de mesa enfrentarán nuevos retos en el conteo 
de votos y llenado de actas. Cantuarias et al. (2023) reportan que 58.8 % de 
ellos tuvo dificultades durante el escrutinio en las elecciones regionales y 
municipales de 2022. Aunque la naturaleza de los comicios difiere, la mayor 
cantidad de cargos, listas y votos preferenciales podría generar un escenario 
más complejo y propenso a errores.

El retorno del sistema bicameral en Perú representa, en esencia, un in-
tento por mejorar la calidad de la representación política y fortalecer el pro-
ceso legislativo, alineándose parcialmente con la tradición latinoamericana. 
Sin embargo, las diferencias en diseño institucional —particularmente la 
asimetría entre cámaras— podrían afectar su eficacia. Al mismo tiempo, 
los desafíos logísticos del nuevo proceso electoral evidencian la necesidad 
de fortalecer la educación cívica, la capacidad organizativa y la transparen-
cia institucional. En conjunto, la reforma plantea tanto una oportunidad 
para perfeccionar la democracia peruana como un reto para garantizar su 
correcta implementación.

Recuento de votos y conservación de cédulas de sufragio 

Según el Instituto de Estudios Peruanos (2023), la confianza ciudadana 
en las elecciones ha disminuido de manera sostenida, pasando de 46 % en 
2012 a 33 % en 2021. Ese mismo año, sólo 22 % de la población manifestó 
respaldo hacia los procesos electorales, lo que evidencia un deterioro en la 
legitimidad de las instituciones encargadas de garantizar la transparencia y 
la validez de los comicios.

Durante las Elecciones Generales 2021, el jne enfrentó la resolución de 
actas observadas y pedidos de nulidad. Las actas observadas, que presentan 
inconsistencias o errores que impiden su contabilización, son revisadas en 
primera instancia por los Jurados Electorales Especiales (jee) y, en caso de 
apelación, por el Pleno del jne, que puede declarar su nulidad. En la pri-
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mera vuelta se registraron 34 473 actas observadas (39.9 % del total) y, en la 
segunda vuelta, 1 619 (1.9 %) (Salas, 2021). Luego de la revisión, se anula-
ron 975 y 214 actas, lo que representó 199 691 y 46 656 votos descartados, 
respectivamente (jne, 2025b; Tumes, 2021).

Estos datos reflejan la importancia de fortalecer la transparencia y la 
confianza en los resultados electorales. La anulación de votos y actas debe 
gestionarse bajo criterios técnicos y públicos para evitar interpretaciones 
políticas o discursos de fraude que socaven la legitimidad de los organismos 
electorales y, en general, del sistema democrático.

A inicios de 2025 se incorporaron reformas normativas orientadas a 
reforzar la trazabilidad y custodia del voto. La Ley 32243, que modifica 
el artículo 300 de la Ley Orgánica de Elecciones (loe), establece que el 
material electoral debe ser sellado y entregado a la Oficina Nacional de 
Procesos Electorales (onpe) para su custodia durante al menos 90 días des-
pués de los comicios. Asimismo, las cédulas de votación no impugnadas 
ni vinculadas a controversias serán conservadas hasta el día siguiente de la 
proclamación de los resultados oficiales a cargo del jne.

Por otro lado, el Congreso de la República aprobó la Ley 32299, ela-
borada por la onpe y presentada por el jne, que regula el recuento de votos 
(onpe, 2025). Esta norma establece tres circunstancias para proceder con 
la revisión del escrutinio. Primero, cuando las actas contengan errores ma-
teriales, como ausencia de datos, firmas o errores aritméticos (artículo 284, 
inciso c). Segundo, ante la falta de alguna acta remitida a las instancias 
electorales competentes. Y, tercero, cuando existan pedidos de nulidad con-
forme al artículo 363.

Estas disposiciones buscan reforzar los mecanismos de control, trans-
parencia y rendición de cuentas en los procesos electorales. La implementa-
ción de dichas normas representa un paso significativo hacia la recuperación 
de la confianza ciudadana en el sistema electoral peruano, promoviendo un 
marco institucional más sólido y confiable para garantizar la integridad de 
los resultados y la estabilidad democrática del país.
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Sobre las responsabilidades del recuento de votos, éstas recaen en los 
jee, que aseguran su ejecución cuando los órganos competentes lo consi-
deren necesario, garantizando la imparcialidad del proceso. Quien preside 
el jee, en presencia de los otros dos miembros, abre el sobre lacrado con las 
cédulas y realiza el procedimiento de escrutinio (artículo 284, inciso d). En 
dicho proceso participan también los personeros legales de las organizacio-
nes políticas y un representante del Ministerio Público (artículo 284, inciso 
c). Los resultados del recuento son inimpugnables y luego se derivan a la 
Oficina Descentralizada de Procesos Electorales (odpe) para su procesa-
miento y cómputo final (artículo 284, inciso e).

El modelo propuesto busca garantizar que los votos potencialmente 
observados o nulos sean registrados, contados y procesados sin alteracio-

Figura 1. Responsabilidades de los organismos electorales
sobre el recuento de votos

Fuente: Elaboración propia con base en onpe (2025).
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nes, preservando la integridad del sufragio dentro del marco constitucio-
nal y electoral peruano.

Desde una perspectiva comparada, Perú no es una excepción al in-
corporar un sistema de recuento de votos bajo circunstancias específicas. 
La legislación de distintos países contempla esta posibilidad en cuatro 
categorías: a) error material, b) actas observadas, c) empate o tendencia y 
d) solicitud de una organización política. En ese sentido, todos los países 
analizados permiten el recuento por error material y actas observadas, 
mientras que el recuento por empate o tendencia sólo se aplica en Co-
lombia, Costa Rica y México. Por su parte, la revisión a solicitud de una 
organización política es menos común, aunque está contemplada en Ar-
gentina, Chile, Colombia y Ecuador.

Tabla 2. Recuento de votos en países de América Latina

País
Recuento a solicitud 

de la organización 
política

Recuento en caso
de empates o

tendencias

Recuento
por error
material

Recuento
por actas

observadas

Argentina	 Sí	 Sí	 No	 Sí

Bolivia	 No	 No	 No	 No

Chile	 Sí	 Sí	 No	 Sí

Colombia	 Sí	 Sí	 Sí	 Sí

Costa Rica	 Sí	 Sí	 Sí	 No

Ecuador	 Sí	 Sí	 No	 Sí

México	 Sí	 Sí	 Sí	 No

Panamá	 No	 No	 No	 No

Paraguay	 No	 No	 No	 No

Perú	 Sí	 Sí	 No	 Sí

Uruguay	 Sí	 Sí	 No	 No

Fuente: Elaboración propia con base en propuesta de la onpe presentada al jne (Gobierno de Perú, s. f.).
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El modelo peruano es similar al de países como Argentina, Chile y 
Ecuador, donde no se revisan las cédulas en caso de empates o tendencias, 
pero sí en otras situaciones. En Ecuador, el proceso de escrutinio nacional 
implica revisar las actas elaboradas por las juntas provinciales, distritales 
y de las circunscripciones especiales en el extranjero para confirmar los 
resultados y corregir cualquier error, cuando sea necesario. Sin embargo, 
el Consejo Nacional Electoral (cne) tiene la facultad de ordenar las ve-
rificaciones o comprobaciones que considere pertinentes; esto implica la 
apertura de las urnas y revisión manual de los votos. 

Gandulfo y Pagliarone (2022) analizaron las elecciones presidenciales 
de 2021 en Ecuador donde el candidato Arauz quedó en primer lugar, 
seguido de Pérez y en tercero Lasso. Sin embargo, luego de una actualiza-
ción en los resultados, el candidato Lasso pasó a segundo lugar y con ello 
al balotaje con Arauz. Esta situación desencadenó la denuncia de fraude 
electoral por parte de Pérez, solicitando un recuento de votos. En acuerdo 
con Lasso, ambos presentaron un recuento parcial de votos que implicaba 
revisar casi 40 % del total. Finalmente, el Pleno del cne no aprobó el re-
cuento y proclamó los resultados oficiales.

En paralelo, el cne estaba realizando, de acuerdo con sus competen-
cias, el recuento de 1,413,683 votos correspondientes a 5,282 urnas de 
actas observadas e impugnadas por las organizaciones políticas. Este pro-
ceso contó con la participación de delegados de todas las organizaciones 
políticas. De esa manera, el procesó ratificó la tendencia de los resultados 
previos (cne, 2021). 

Desde este antecedente y el caso de Estados Unidos mencionado, las 
próximas elecciones peruanas pueden incorporar riesgos como conse-
cuencias del procedimiento de recuento de votos que se implementa por 
primera vez. Por un lado, la revisión de votos puede generar el retraso de 
la proclamación de resultados, si bien las organizaciones políticas no po-
drán presentar la nulidad sin que ésta se encuentre como observación en 
el acta electoral, la cantidad de casos que se registren puede producir un 
riesgo para la percepción de transparencia electoral. 

De otro lado, la implementación de esta norma requiere de la capa-
citación del personal electoral, más aún con los nuevos procedimientos y 
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criterios. Por último, el manto que cubre a las próximas elecciones estará 
plagado de discursos de ataque al sistema electoral, los cuales buscarán 
vulnerar la confianza y credibilidad de los resultados.

Electorado habilitado: personal policial y fuerzas armadas

En el Perú, la inhabilitación del derecho al sufragio y la participación 
ciudadana de las ff. aa. y de la pnp fue una práctica histórica. Desde la 
Constitución de 1828 se prohibía deliberar a la “fuerza pública”, restric-
ción que se mantuvo en las constituciones de 1933, 1979 y 1993. Esta 
situación cambió con la reforma constitucional de 2005, que modificó el 
artículo 34 de la Constitución de 1993 y reconoció el derecho al voto a 
los miembros de ambas instituciones.

Los detractores de esta reforma advertían dos principales riesgos: la 
posible politización interna de las instituciones armadas y policiales, y el 
impacto negativo que ello podría tener sobre su naturaleza apolítica y dis-
ciplinada. En contraste, quienes la respaldaban sostenían que el sufragio 
era una forma de reconocer plenamente la ciudadanía de quienes integran 
estas entidades, sin comprometer su neutralidad institucional.

A partir de la reforma, los miembros de las ff. aa. y la pnp ejercieron 
por primera vez su derecho al voto en las Elecciones Generales 2006. Sin 
embargo, la norma también estableció límites claros: mientras estén en 
servicio activo, no pueden postular a cargos de elección popular, parti-
cipar en actividades partidarias, manifestaciones o actos de proselitismo 
político.

En 2024, se promulgó la Ley 32166, que buscó facilitar el ejercicio del 
voto del personal activo de las ff. aa. y la pnp. Esta norma incorporó el 
artículo 263-A en la Ley Orgánica de Elecciones (loe), disponiendo que 
el personal destacado fuera de su circunscripción electoral pueda sufragar 
en otro lugar, previa coordinación con los ministerios correspondientes. 
Esta medida beneficiará a aproximadamente 166,335 miembros de am-
bas instituciones que participarán en las Elecciones Generales 2026, se-
gún el padrón electoral proyectado.
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A nivel regional, siete países de América del Sur reconocen el sufragio 
pasivo —es decir, la posibilidad de postular a cargos de elección popu-
lar— para las fuerzas militares, siendo las excepciones Brasil, Colombia 
y Paraguay. En cuanto al sufragio activo, todos los países de la región lo 
permiten, salvo Colombia, aunque en ningún caso se habilita a los poli-
cías a ejercer cargos políticos mientras estén en servicio (ver tabla 3).

En Argentina y Ecuador, los militares y policías votan en el local que 
resguardan. En el caso argentino, se utiliza un padrón electoral diferen-
ciado, que incluye exclusivamente al personal de las ff. aa. y de la policía, 
lo que les permite sufragar en cualquier local en el que estén destacados. 
Según Franco et al. (2022), la inclusión del sufragio no ha generado una 
mayor injerencia de las fuerzas armadas en la toma de decisiones políti-
cas. En Ecuador, el voto es facultativo y se emplea un padrón abierto, lo 
que también posibilita que el personal vote en el lugar donde se encuentre 
destacado.

En ambos países, se reconoce el sufragio activo, pero se mantiene la 
prohibición del sufragio pasivo, una situación que refleja la tendencia pre-
dominante en América del Sur.
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Tabla 3. Matriz del sufragio militar y policial en América del Sur

País

Sufragio activo Sufragio pasivo

Sufragio militar Sufragio policial

Sufragio activo Sufragio pasivo

Argentina	 Permitido	 No permitido	 Permitido	 No permitido

Bolivia	 Permitido	 No permitido	 Permitido	 No permitido

Brasil	 No permitido	 No permitido	 Permitido	 No permitido

Chile	 Permitido	 No permitido	 Permitido	 No permitido

Colombia	 No permitido	 No permitido	 No permitido	 No permitido

Ecuador	 Permitido	 No permitido	 Permitido	 No permitido

Paraguay	 No permitido	 No permitido	 Permitido	 No permitido

Perú	 Permitido	 No permitido	 Permitido	 No permitido

Uruguay	 Permitido	 No permitido	 Permitido	 No permitido

Venezuela	 Permitido	 Permitido	 Permitido	 No permitido

Fuente: Elaboración propia con base en Franco et al. (2022) y Sánchez (2023).

El único caso contrario en la región es Venezuela, donde, tras el ascen-
so de Hugo Chávez a la presidencia en 1998, se consolidó la incursión de 
las fuerzas militares en el ámbito político mediante el ejercicio del sufragio 
activo y pasivo. La Constitución de 1999 otorgó al presidente el control del 
sistema de ascensos militares, generando riesgos de injerencia política dentro 
de las Fuerzas Armadas y de condicionamiento a la voluntad presidencial.

En el caso peruano, los recientes cambios normativos aún enfrentan 
desafíos para garantizar el derecho al voto de los miembros de las ff. aa. 
y la pnp. Una de las principales dificultades radica en la interpretación del 
artículo 263-A de la loe, que permite votar fuera de la circunscripción 
señalada en el Documento Nacional de Identidad (dni) si el personal se 
encuentra destacado. Para que la onpe organice la logística necesaria, los 
ministerios de Defensa e Interior deben remitir los listados de destacamen-
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tos con 100 días de antelación. No obstante, muchos efectivos tendrían que 
desplazarse hasta tres horas para llegar a su local de votación, lo que reduce 
la efectividad de la medida.

Ante esta situación, la onpe propuso la implementación del voto digital 
para el personal militar y policial como una solución logística. En esa línea, 
el Congreso aprobó su uso obligatorio para las Elecciones Generales 2026, 
permitiendo votar desde cualquier ubicación mediante un dispositivo con 
conexión a internet y un dni electrónico.1 Sin embargo, persisten cuestio-
namientos sobre la secrecía del voto, que también aplicaría a grupos como 
médicos, bomberos y personas con discapacidad.

Financiamiento político privado: nuevas fuentes de aportantes

En Perú, los partidos políticos pueden acceder a dos tipos de financiamien-
to según la Ley de Organizaciones Políticas (lop): público y privado.

El financiamiento público se divide en directo e indirecto. El primero 
otorga presupuesto estatal a los partidos con representación en el Congreso 
—y desde 2026, también en el Senado— proporcional a los escaños y votos 
obtenidos. El segundo brinda espacios en medios estatales durante periodos 
no electorales a las organizaciones con representación parlamentaria, además 
de financiar la propaganda en la franja electoral durante las campañas.

El financiamiento privado, por su parte, comprende todos los apor-
tes o ingresos provenientes de fuentes privadas. La normativa distingue 
las fuentes permitidas y las prohibidas. Este marco comenzó en 2003 
con la Ley de Partidos Políticos (ahora lop), que estableció derechos y 
obligaciones a las organizaciones políticas. Antes de ello, los partidos se 
regulaban bajo el Código Civil y la Ley Orgánica de Elecciones. Asimis-
mo, se creó la Gerencia de Supervisión de Fondos Partidarios de la onpe, 
encargada de aplicar el Reglamento de Financiamiento y Supervisión de 
Fondos Partidarios (Tuesta y Mendieta, 2006).

1	 La implementación del voto digital en las Elecciones Generales 2026 fue suspendida por el jne el 22 de diciembre de 
2025 (jne, 2025a).
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Un hito clave fue la reforma de 2017, cuando se estableció que sólo las 
personas naturales2 y las personas jurídicas extranjeras sin fines de lucro 
podían aportar hasta 120 uit.3 A la par, se prohibió el financiamiento pro-
veniente de personas jurídicas con fines de lucro, nacionales o extranjeras. 
No obstante, este marco no logró frenar el financiamiento ilegal de las or-
ganizaciones políticas (Pariona, 2023).

En respuesta, dos reformas de 2019 fortalecieron el sistema. Primero, 
tras el referéndum de 2018, se modificó la Constitución, prohibiendo que 
los partidos compren directamente espacios en radio y televisión durante 
las campañas. En su lugar, el Estado adquiría dichos espacios y los distri-
buía mediante financiamiento público indirecto. Segundo, la Ley 30997 
incorporó al Código Penal el delito de financiamiento prohibido de orga-
nizaciones políticas, sancionando penalmente el uso de fondos ilícitos, in-
cluidos los aportes de empresas sancionadas, en el marco del caso Lava Jato 
y los aportes de Odebrecht (Ayala et al., 2021; Rodríguez-Olivari, 2022).

Posteriormente, en 2025, se aprobó una nueva modificación a la lop, 
permitiendo que personas jurídicas nacionales con fines de lucro pudieran 
aportar a los partidos políticos, con límites y mecanismos de control. A su 
vez, se restringió a las personas jurídicas nacionales sin fines de lucro y se 
limitó el aporte de las personas jurídicas extranjeras sin fines de lucro exclu-
sivamente a actividades de formación, capacitación e investigación.

Estas reformas incorporaron nuevos actores al control del financia-
miento, como el Banco de la Nación y la Superintendencia de Banca, Se-
guros y afp (sbs), que junto con la onpe buscan fortalecer la transparencia 
y la supervisión de los ingresos y gastos partidarios. Sin embargo, uno de los 
mayores desafíos sigue siendo prevenir el ingreso de fondos provenientes 
de economías ilegales, como la minería informal, el narcotráfico o la tala 
ilegal, que amenazan la integridad del sistema político.

En el contexto comparado, varios países de la región —Argentina, 
Colombia, Ecuador, México, Paraguay y Uruguay— también permiten 

2	 Es una persona que ejerce derechos y cumple obligaciones a título personal.
3	 La Unidad Impositiva Tributaria (uit) es el valor en soles establecido por el Estado para determinar impuestos, 

infracciones, multas y otros aspectos tributarios. Esto varía anualmente y para 2026 asciende a 5,500 soles.
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aportes de personas jurídicas a los partidos políticos. No obstante, cada 
país ha establecido límites, condiciones y prohibiciones específicas, ya sea 
mediante topes máximos, mecanismos de transparencia obligatoria o res-
tricciones sobre los tipos de empresas que pueden contribuir. Estas expe-
riencias muestran que la regulación del financiamiento político no sólo 
busca garantizar la equidad electoral, sino también reducir la captura del 
sistema político por intereses privados y fortalecer la confianza ciudadana 
en la democracia.

Tabla 4. Aportes financieros de personas jurídicas a organizaciones 
políticas en Latinoamérica

País LímiteAporte personas 
jurídicas

Argentina

Bolivia

Brasil

Chile

Colombia

Ecuador

México

Paraguay

Uruguay

Sí

No (sólo afiliados, actividades 
lucrativas del partido)

No

No

Sí

Sí

Sí

Sí

Sí

2 % del total de gasto de campaña

10 % del presupuesto total del partido

2 % del total de facturación del año anterior 
a la elección (pn 10 % de ingresos del año 
anterior)

Personas naturales con límite de 500 afiliados 
y terceros

10 % total de campaña

200 canastas básicas o hasta 10 % del presu-
puesto de la op

Sin límite

Sin límite

300k unidades indexadas para persona natural 
y 900k para persona jurídica

Fuente: Elaboración propia con base en Observatorio de Reformas Políticas en América Latina (2025).
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Entonces, se ha visto que el poder recibir aportes de personas jurídicas 
no es algo nuevo en la región y que, por el contrario, es considerado un 
aspecto necesario e imperativo de la vida política y la democracia. En este 
sentido, cerrar esa posibilidad en Perú sería ir en contra de la vida demo-
crática y establecer que existe una incapacidad de las entidades supervisoras 
de fiscalizar correctamente las fuentes de financiamiento partidario. Si bien 
existen desafíos que deberán ser superados, permitir este tipo de aportes 
también es un beneficio a la democracia que no debe limitarse.

Conclusiones

A modo de conclusión, puede evidenciarse que Perú enfrentará un proce-
so electoral particularmente complejo. Aunque este artículo se centró en 
cuatro reformas específicas, las Elecciones Generales 2026 estarán mar-
cadas por transformaciones significativas en las reglas electorales y en el 
sistema político, que modificarán la forma en que interactúan las organi-
zaciones políticas, los organismos electorales y la sociedad civil.

Las reformas analizadas ofrecen tanto oportunidades como desafíos. 
La bicameralidad representa una posibilidad para fortalecer la institucio-
nalidad democrática y promover una mayor participación ciudadana, pero 
también implica un reto operativo para los organismos electorales, los 
miembros de mesa y los votantes, quienes deberán enfrentar una cédula 
con más de 40 organizaciones políticas y múltiples candidaturas con voto 
preferencial.

Por su parte, la conservación de las cédulas de votación y el recuento de 
votos buscan reforzar la transparencia electoral y la confianza en los resul-
tados. No obstante, su aplicación puede generar demoras en la entrega de 
resultados y eventuales cuestionamientos a su validez, especialmente por la 
complejidad del nuevo sistema.

En cuanto al sufragio de los miembros de las ff. aa. y la pnp, la reforma 
constituye un paso importante hacia la universalización del voto y el reco-
nocimiento pleno de sus derechos ciudadanos. Sin embargo, su implemen-
tación exige una coordinación logística significativa entre los organismos 
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electorales y las instituciones castrenses, además de soluciones tecnológicas 
seguras que garanticen la secrecía y accesibilidad del voto.

Finalmente, la inclusión de los aportes de personas jurídicas en el fi-
nanciamiento político privado puede fortalecer la democracia al diversificar 
las fuentes de ingreso de los partidos. Pero también requiere una fiscaliza-
ción rigurosa por parte de la onpe, la sbs y el sistema bancario para evitar el 
ingreso de fondos de economías ilegales, como la minería o el narcotráfico, 
que podrían afectar la integridad del sistema político y la legitimidad de los 
futuros procesos electorales.
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